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Diario  El Longino debe su nombre a un merecido 
homenaje al legendario Tren Longitudinal Norte que 

corrió entre Iquique y  La Calera desde 1929 hasta 1975 
fecha en que, por una nefasta decisión gubernamental, 

dejó de transportar a miles de chilenos.
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Teléfonos Emergencias Alto Hospicio
Ambulancia: 131
Bomberos: 132
Carabineros: 133
Rescate Marítimo: 137
Cuerpo de Bomberos de Santa Rosa de Huantajaya: 

57 2491517 / 57-2493025
Cuerpo de Bomberos de Alto Hospicio: 57 2499390
Aguas del Altiplano: 600 600 9900
Eliqsa: 600 600 2233
Emergencia Alto Hospicio: 57 2583050

Marcelo Trivelli
Fundación Semilla

PATRICIO MEZA GARCÍA
 Administrador en 
Seguridad Pública.

No es nuevo el problema, pero sí cada vez más 
urgente. En nuestras ciudades, especialmen-
te en los sectores más transitados de Iquique, 
Antofagasta, Santiago o cualquier otro centro 
urbano del país, el deterioro de los espacios 
públicos parece haber entrado en una etapa 
de naturalización alarmante. Calles oscuras por 
luminarias en mal estado, plazas convertidas en 
dormitorios precarios, parques que han dejado 
de ser espacios de recreación y que hoy son te-
rritorios de abandono. La pregunta no es si lo 
vemos, sino por qué dejamos de actuar ante 
ello.

Lo cierto es que la preocupación por el espacio 
público no puede reducirse a un debate estético 
ni a un problema de “limpieza urbana”. Estamos 
hablando de un tema estructural, profundo y 
humano. Lo que se juega aquí es la calidad de 
vida, la cohesión social y la dignidad de las per-
sonas. Y también —con la misma seriedad— la 

La ciudad que no ve: Por qué 
debemos volver a preocuparnos 
de nuestros espacios públicos

En Chile se dice que somos una sociedad me-
ritocrática. Es uno de esos mitos que perpe-
túan las desigualdades, guían políticas públi-
cas de manera equivocada e instalan sueños 
de vida casi imposibles de lograr. La realidad 
es que el esfuerzo personal no es necesaria-
mente el camino del éxito porque no todos 
reciben los mismos apoyos en el transcurso 
de sus vidas.

Esta afirmación genera una ilusión que es-
conde una profunda injusticia: aunque todos 
nacen en igualdad de condiciones, tan pronto 
llegan a este mundo comienzan las diferen-
cias en cuidados, estimulación, alimentación 
y afectividad.  En otras palabras, sin inversio-
nes equitativas desde la cuna, los talentos y 
capacidades no logran desarrollarse, y el mito 
de la meritocracia se convierte en una herra-
mienta funcional para justificar y perpetuar 
los privilegios.

En educación, esta realidad se vuelve espe-
cialmente clara. En promedio, el Estado chile-
no invierte entre 90 mil y 180 mil pesos men-
suales por estudiante en establecimientos 

municipales y particulares subvencionados, 
considerando subvenciones base, Subven-
ción Escolar Preferencial (SEP), Jornada 
Escolar Completa y otros aportes comple-
mentarios. Esta cifra varía según el grado de 
vulnerabilidad, la ruralidad, el tipo de ense-
ñanza y otros factores.

Esta brecha no solo se traduce en diferencias 
materiales, sino en experiencias educativas 
radicalmente distintas. Mientras en un cole-
gio privado se accede a talleres de arte, cien-
cia y deportes, idiomas, apoyo psicológico 
permanente y redes de contacto que abren 
puertas desde temprano, en muchos esta-
blecimientos públicos o subvencionados los 
estudiantes enfrentan salas hacinadas, profe-
sores sobrecargados, infraestructura precaria 
y jornadas extendidas con escasos apoyos 
pedagógicos reales.

Esto se refleja con crudeza en las cifras de 
acceso a la educación superior. En el pro-
ceso de admisión 2024, los estudiantes de 
colegios particulares pagados representaron 
solo el 9,8% de quienes rindieron la PAES. Sin 

Meritocracia sin igualdad es privilegio
embargo, este pequeño grupo acaparó 
el 61,3% de los puntajes en el tramo su-
perior del 20% nacional. Como si eso no 
bastara, en la Universidad Católica repre-
sentaron el 57,2% de los matriculados, 
y en la Universidad de Chile el 32,8%. El 
mérito, bajo estas condiciones, no mide 
talento ni esfuerzo: mide privilegio. No 
hay competencia justa posible cuando las 
condiciones de origen son tan dispares.

El problema no es el mérito en sí. El pro-
blema es usarlo como excusa para ignorar 
las brechas estructurales. Porque en una 
sociedad verdaderamente meritocrática, 
el talento debería recibir el mismo impul-
so sin importar el lugar de nacimiento. Y 
eso no está ocurriendo.

Se suele decir que la educación es el gran 
igualador social. Pero esa promesa está 
lejos de cumplirse si no invertimos de 
manera decidida en asegurar igualdad de 
oportunidades reales desde la primera 
infancia. Eso implica fortalecer la educa-
ción pública, dignificar la carrera docente, 

invertir en infraestructura de calidad y 
priorizar el bienestar emocional y relacio-
nal en las aulas.

Seguir ignorando esta brecha significa hi-
potecar el futuro del país. Porque cuando 
el talento de millones de niños y niñas se 
desperdicia por falta de oportunidades, 
no solo se frustran vidas individuales: se 
pierde innovación, creatividad, liderazgo 
y cohesión social.

En tiempos donde se habla de competi-
tividad global, revolución digital y futuro 
del trabajo, insistir en una educación des-
igual es no entender que el mayor capital 
de un país son sus personas. Y que ningún 
país progresa si no se preocupa de que to-
dos sus talentos florezcan, no solo los que 
pueden pagarlo.

Una sociedad meritocrática real comienza 
por nivelar la cancha. Solo así el mérito 
dejará de ser una trampa y podrá conver-
tirse en una verdadera oportunidad para 
todos.

prevención del delito. La evidencia en 
criminología urbana y políticas públicas 
apunta desde hace años a la prevención 
situacional como herramienta clave 
para evitar hechos delictivos, mediante 
medidas tan básicas como mantener el 
alumbrado público en condiciones, evi-
tar zonas oscuras, conservar entornos 
limpios y habitables, y garantizar una 
circulación activa de ciudadanos.

En redes sociales, el clamor es constan-
te y transversal. “Nadie hace nada”, se 
repite. Videos grabados en pleno cen-
tro muestran personas en situación de 
calle que evidencian problemáticas psi-
quiátricas graves, hombres y mujeres 
que duermen al lado de juegos infan-
tiles, niños que sortean fecas humanas 
en sus trayectos escolares. ¿Acaso esto 
no merece una intervención urgente 
y organizada? Porque si bien es cierto 
que no se puede culpar a las personas 
en situación de calle por su condición 
—muchas veces originada por quiebres 
familiares, desempleo, adicciones o en-
fermedades no tratadas—, también es 
verdad que la indiferencia institucional 
solo empeora la exclusión.

El primer paso no es reprimir ni 

expulsar. El primer paso es mirar. Empa-
dronar, levantar información, conocer 
con nombres, edades, condiciones y 
necesidades a quienes viven hoy fuera 
del sistema. Porque incluso la política 
social más sofisticada falla cuando no 
sabe cuántos ni quiénes son sus desti-
natarios. Aquí hay un vacío que debe 
ser corregido por las municipalidades y 
las delegaciones presidenciales. La calle 
no es oficina de estadísticas, pero sin 
datos no hay diseño posible. Y sin dise-
ño, no hay política pública que resuelva.

Resulta paradójico que, en tiempos 
donde se discute sobre seguridad, vio-
lencia, crimen organizado y narcotráfi-
co, se olvide que la base más elemental 
de la seguridad comienza en el espacio 
público. Un paradero con buena luz y 
visibilidad, una plaza sin rucos ni mi-
crobasurales, un paseo peatonal con 
presencia constante de vigilancia y per-
sonas circulando, ya reduce significati-
vamente la posibilidad de delitos. Así 
lo establece la teoría de las “ventanas 
rotas” —aunque hoy debatida, sigue 
siendo una referencia útil—: los entor-
nos descuidados favorecen una percep-
ción de impunidad y abandono que lue-
go se traduce en conductas desviadas o 

directamente delictuales.

Pero este enfoque de seguridad no pue-
de ni debe entrar en contradicción con 
el enfoque de derechos. Porque el des-
amparo que hoy se percibe en las calles 
también habla de una institucionalidad 
débil, incapaz de abordar la compleji-
dad de la exclusión social. No se trata 
de esconder el problema debajo de la 
alfombra. No es solo sacar los colcho-
nes y carpas con camiones municipa-
les o desalojar por la fuerza. Se trata 
de diseñar rutas de atención integral: 
salud mental, rehabilitación, acceso a 
albergues dignos, contacto con redes 
familiares, reintegración laboral. No es 
un trabajo de una sola institución. Es, 
por definición, una responsabilidad 
intersectorial.

Y aquí surge la pregunta más incómo-
da: ¿quién es el responsable de actuar? 
¿La municipalidad? ¿El Ministerio de 
Desarrollo Social? ¿Salud? ¿Interior? 
¿Seguridad Pública? La respuesta corta 
es todos. Pero la falta de coordinación 
entre ellos provoca lo que vemos hoy: 
ninguna intervención clara, nadie que 
lidere de forma sostenida, y una co-
munidad que comienza a normalizar lo 

inaceptable.

Porque lo más peligroso no es solo el 
deterioro físico del espacio, sino el de-
terioro moral que implica dejar de mi-
rar, dejar de importarnos. La ciudad se 
vuelve ciega y sorda, y las personas que 
la habitan también.

Revertir esta normalización requiere 
más que recursos. Requiere voluntad 
política, sensibilidad social y trabajo 
permanente. No se puede vivir con 
dignidad en una ciudad que ha decidi-
do ignorar a los que duermen en sus 
esquinas. Tampoco se puede aspirar a 
la seguridad cuando se permite que el 
espacio común se vuelva un campo mi-
nado de abandono y riesgo.

Volver a preocuparnos por los espacios 
públicos no es un lujo de ciudades de-
sarrolladas. Es una urgencia en cual-
quier comunidad que se tome en serio 
el derecho a vivir con dignidad. Es hora 
de exigir menos discursos y más acción. 
Porque al final del día, todos comparti-
mos el mismo espacio. Y lo que no se 
cuida, se pierde.

Y lo que se pierde en el espacio público, 
muchas veces, no se recupera jamás.
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